INFORME DE PONENCIA SEGUNDO DEBATE PROYECTO DE LEY 166 DE 2010 CÁMARA, 81 DE 2010 SENADO 

por medio de la cual se adiciona un Capítulo a la Ley 962 de 2005 y se dictan otras disposiciones. 
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Doctora

ADRIANA FRANCO CASTAÑO

Presidente 

Comisión Primera

Cámara de Representantes

Ciudad

Asunto: Ponencia para segundo debate al Proyecto de ley número 166 de 2010 Cámara, 81 de 2010 Senado, por medio de la cual se adiciona un Capítulo a la Ley 962 de 2005 y se dictan otras disposiciones.

En cumplimiento del honroso encargo encomendado por la Mesa Directiva de la Comisión, me permito rendir informe positivo de ponencia para segundo debate al Proyecto de ley en referencia, en los siguientes términos:

Objeto

El proyecto pretende eximir el pago del Certificado de Catastro, adelantado ante el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, en los siguientes casos:

El primero, aquel que adelantan las personas que desean cancelar el pago de la cuota de compensación militar, para aquellos inscritos en el Sistema de Identificación y Selección de Beneficiarios (Sisbén) pertenecientes a los niveles 1, 2 y 3 y para los indígenas que residan en su territorio y conserven su integridad cultural, social y económica.

El segundo, el que solicitan las personas que pretenden ser beneficiarias de un subsidio de Vivienda de Interés Prioritario, otorgado por el Gobierno Nacional o los entes territoriales, siempre y cuando estén inscritos en el Sistema de Identificación y Selección de Beneficiarios (Sisbén) pertenecientes a los niveles 1 y 2.

Antecedentes Constitucionales

La Constitución Política de Colombia es contundente frente a la generación de los mecanismos necesarios para garantizar el Estado Social de Derecho, con especial énfasis en la población con escasos recursos y aquella determinada como vulnerable.

Frente al desequilibrio de las oportunidades para el acceso a los derechos, es fundamental la intervención de la corporación legislativa para propiciar escenarios reales de igualdad y justicia, creando o adaptando las herramientas legales vigentes para canalizar los esfuerzos del Estado colombiano hacia aquellos que más requieren de su acompañamiento.

Sin duda algu na, la Ley 962 de 2005 que racionaliza los trámites administrativos es el reflejo de cómo el Congreso de la República puede incidir de manera positiva en el rutinario ejercicio de los derechos de la sociedad colombiana, al tomar medidas que mejoran la eficiencia y la eficacia de la prestación del servicio público por parte de las instituciones bajo el mando de la administración pública.

Es nuestro deber enriquecer y retroalimentar el esfuerzo que el Congreso de la República realizó a través de diferentes debates al aprobar la ley que hoy se pretende modificar, incorporando mayores garantías a los más necesitados para que ellos también puedan disfrutar de las diferentes oportunidades que brinda el Gobierno Nacional y los entes territoriales, en pro de la prosperidad de la Nación.

El Decreto 2113 de 1992 otorga facultades al Director del IGAC para fijar los precios de los servicios que prestan al público. De allí que esta circunstancia no posee antecedente en forma de Ley de la República. Es evidente que ambos sectores poblacionales beneficiarios de la presente normativa, se encuentran bajo unas circunstancias económicas nada favorables, y lo que se pretende es regular el trámite de ambas cuestiones para permitir el acceso de dicha población; inicialmente, el de aquellos interesados en definir su situación militar y de obtener la liquidación de la cuota de compensación ante el organismo castrense, para acceder así a su libreta militar, documento fundamental en la búsqueda de un trabajo formal y su vinculación al productivo económico del país. Posteriormente, el de los postulantes para adjudicación de subsidio de vivienda de interés prioritario (el cual asciende a la suma de 70 smlmv, diferente a la vivienda de interés social, que alcanza los 135 smlmv), la cual ha sido preferida por el Gobierno Nacional y por este Congreso en el Plan Nacional de Desarrollo, así como por el Decreto 378 de 2007. La normatividad colombiana en materia de vivienda favorece a los inscritos en el Sisbén para acceder al subsidio de VIP, principalmente en los niveles 1 y 2.

La Corte constitucional ha insistido en la necesidad de adecuar los trámites y requisitos para acceder a los planes de vivienda y a la vez ha rechazado las prácticas tendientes a obstaculizar el ingreso de las personas de menores recursos a soluciones habitacionales y los procedimientos que discriminan a los más débiles, destacando la importancia que comporta la confianza de los asociados en los sistemas de ejecución y financiación de programas de vivienda. (Ver Sentencia T-403/06).

En materia de confianza legítima, la abundante jurisprudencia constitucional pone de manifiesto la responsabilidad de las autoridades con la materialización de la fórmula del Estado Social de Derecho, que comporta el ejercicio de las facultades que les han sido confiadas dentro del marco constitucional de la buena fe, del respeto del derecho ajeno y del no abuso de sus potestades y prerrogativas, aspectos estos doblemente reforzados frente al deber de atender la marginalidad, la exclusión y las desigualdades. 

En tal sentido, es un deber de esta corporación permitir el acceso a todas las personas vinculadas con el Estado colombiano al goce de la prestación del servicio público a través de la regulación de este trámite. Al derribar estas erogaciones que se convierten en obstáculos para los más necesitados, el Congreso da un paso más hacia la constitución del Estado Social de Derecho. 

Si es necesario, se trae a colación la argumentación esgrimida dentro del estudio de la Ley 1230 por la cual se ordenó la expedición gratuita del certificado de antecedentes disciplinarios expedido por la Procuraduría General de la Nación, en el cual el entonces el procurador en su momento manifestó ¿el Estado no puede cobrar una suma de dinero a un ciudadano por entregarle una información que aquel tiene en su poder¿ y que se le exige para formalizar las propias actuaciones estatales.

Esta iniciativa que fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión Primera del Senado, es una herramienta que le permitirá a muchos colombianos que hacen parte de la población más vulnerable en razón de la escasez de recursos económicos, poder satisfacer requisitos para el acceso a un subsidio de Vivienda de Interés Prioritario o para tramitar la liquidación de la cuota de compensación militar; a pesar que el costo del mismo actualmente es de diez mil pesos moneda legal corriente, esta suma puede ser importante para una persona de escasos recursos económicos. 

Por otra parte, no hay que descartar que el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, implemente los mecanismos necesarios para que a través de los medios electrónicos que existen actualmente se expidan dichas certificaciones electrónicamente para ser consultados por el interesado o por terceros a través de la página web de la entidad tal como ocurre con las certificaciones que expide la Procuraduría General de la Nación o la Contraloría General de la República respecto de los antecedentes disciplinarios y fiscales respectivamente. 

Antecedentes del proyecto

Debatido y aprobado en Senado llega a la comisión primera y se debate el proyecto en dicha comisión siendo aprobado el 8 de junio del 2011 así:

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 166  DE 2010 CÁMARA, 81 DE 2010 SENADO

por medio de la cual adiciona un Capítulo a la Ley 962 de 2005 y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

Decreta:

Artículo 1°. Adiciónase un capítulo a la ley 962 de 2005 así:

CAPÍTULO XVI

De los Trámites ante el Sector Relacionado  con el Departamento Administrativo Nacional de Estadística

Artículo 78-A. Expedición de Certificados Catastrales destinados para la liquidación de la Cuota de Compensación Militar. Quedan exentos de pagar el Certificado de Catastro a nivel departamental o nacional, expedido por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, para liquidación de la cuota de compensación militar, los siguientes: 

1. Quienes demuestren mediante certificado o carné expedido por la autoridad competente, pertenecer al nivel 1, 2 y 3 del Sistema de Identificación y Selección de Beneficiarios ¿Sisbén¿

2. Los indígenas que residan en su territorio y conserven su integridad cultural, social y económica. 

Artículo 78-B. Expedición de Certificados Catastrales destinados para el otorgamiento de Subsidio de Vivienda de Interés Prioritario. Quedan exentos de pagar el Certificado Catastral de no propiedad a nivel nacional expedido por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, quienes lo soliciten para participar en los programas de adjudicación de subsidio de vivienda de interés prioritario, otorgado por el Gobierno Nacional o los Entes Territoriales de cualquier nivel y que acredite mediante certificado o carné expedido por la autoridad competente pertenecer al nivel 1 y 2 del Sistema de Identificación y Selección de Beneficiarios ¿Sisbén¿. 
Artículo 2°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

En los anteriores términos fue aprobado el presente proyecto de ley, sin modificaciones, según consta en el acta número 69, del día 8 de junio de 2011; así mismo fue anunciado para discusión y votación el día 7 de junio de 2011, según consta en el acta número 68 de esa misma fecha.

Emiliano Rivera Bravo

Secretario Comisión Primera Constitucional 

Modificaciones presentadas  para segundo debate

1. Se incorpora el siguiente artículo:

Artículo 78-C. El Instituto Geográfico Agustín Codazzi, implementará por los medios electrónicos actuales (Página web, correo electrónico, etc.), la expedición del Certificado, facilitándole en los casos mencionados en los artículos 78A y 78B, para los cuales tendrá tres (3) días hábiles para consultar la base de datos del Sisbén y expedir dicho certificado cuando este sea solicitado por medio electrónico.

2. Se remplaza del artículo 78B la palabra vivienda de interés prioritario por vivienda de interés social.

Justificación de las modificaciones

1. En un estado social de derecho que proclama la igualdad y el goce de beneficios a las comunidades de bajos recursos pensamos que es grato equiparar los servicios prestados de las entidades, como el certificado judicial del DAS o el disciplinario de la Procuraduría tales como expedir los certificados, no solamente gratuitamente, sino oportunamente entendiendo las herramientas tecnológicas que permiten el acceso inmediato de tales beneficios como el correo electrónico o aplicativos en línea en sus respectivas páginas web.

2. La Ley 388 de 1997 define la vivienda de interés social como aquella ¿unidad habitacional que cumple con los estándares de calidad en diseño urbanístico, arquitectónico y de construcción¿.

Por su parte, el Plan Nacional de Desarrollo de cada gobierno es el instrumento que define qué se entenderá por vivienda de interés social y vivienda de interés prioritario en cada cuatrienio, de acuerdo con su valor. En este sentido, el Plan Nacional de Desarrollo ¿Prosperidad para todos¿, define la VIS como aquella vivienda cuyo valor no exceda de 135 smlmv y la vivienda de interés social prioritaria como aquella cuyo valor no exceda de 70 smlmv.

De lo anterior, se desprende que los dos tipos de vivienda mencionados, son viviendas que buscan satisfacer el déficit habitacional de las familias de menores recursos, por el valor de las mismas, el cual busca ser asequible a la realidad económica de estas personas.

El concepto de vivienda de interés social es menos restrictivo e igual hacemos la distinción que el beneficio es únicamente para nivel de Sisbén 1 y 2.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO  DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 166 DE 2010 CÁMARA, 81 DE 2010 SENADO 

por medio de la cual adiciona un Capítulo a la Ley 962 de 2005 y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

Decreta:

 Artículo 1° adiciónase un capítulo a la ley 962 de 2005 así:

CAPÍTULO XVI 

De los Trámites ante el Sector Relacionado  con el Departamento Administrativo Nacional de Estadística

Artículo 78-A. Expedición de Certificados Catastrales destinados para la liquidación de la Cuota de Compensación Militar. Quedan exentos de pagar el Certificado de Catastro a nivel departamental o nacional, expedido por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, para liquidación de la cuota de compensación militar, los siguientes: 

¿ Quienes demuestren mediante certificado o carné expedido por la autoridad competente, pertenecer al nivel 1, 2 y 3 del Sistema de Identificación y Selección de Beneficiarios ¿Sisbén¿

¿ Los indígenas que residan en su territorio y conserven su integridad cultural, social y económica. 

Artículo 78-B. Expedición de Certificados Catastrales destinados para el otorgamiento de Subsidio de Vivienda de Interés social. Quedan exentos de pagar el Certificado Catastral de no propiedad a nivel nacional expedido por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, quienes lo soliciten para participar en los programas de adjudicación de subsidio de vivienda de interés social, otorgado por el Gobierno Nacional o los Entes Territoriales de cualquier nivel y que acredite mediante certificado o carné expedido por la autoridad competente pertenecer al nivel 1 y 2 del Sistema de Identificación y Selección de Beneficiarios ¿Sisbén¿.

Artículo 78-C. El Instituto Geográfico Agustín Codazzi, implementará por los medios electrónicos actuales (PÁGINA WEB, CORREO ELECTRÓNICO) la expedición del Certificado, facilitándole en los casos mencionados en los artículos 78A y 78B, para los cuales tendrá tres (3) días hábiles para consultar la base de datos del Sisbén y expedir dicho certificado cuando este sea solicitado por medio electrónico.

Artículo 2°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

Proposición

Por las razones anteriormente expuestas, solicito a los miembros de la honorable Cámara de Representantes aprobar en segundo debate el Proyecto de ley número 166 Cámara, 81 Senado, por medio de la cual se adiciona un Capítulo a la Ley 962 de 2005 y se dictan otras disposiciones.

Cordialmente, 

Fernando de la Peña Márquez

Ponente.

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 166  DE 2010 CÁMARA, 81 DE 2010 SENADO 

por medio de la cual adiciona un capítulo a la ley 962 de 2005 y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

Decreta:

Articulo 1°. Adiciónase un Capítulo a la Ley 962 de 2005 así:

CAPÍTULO XVI 

De los Trámites ante el Sector Relacionado  con el Departamento Administrativo Nacional de Estadística

Artículo 78-A. Expedición de Certificados Catastrales destinados para la liquidación de la Cuota de Compensación Militar. Quedan exentos de pagar el Certificado de Catastro a nivel departamental o nacional, expedido por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, para liquidación de la cuota de compensación militar, los siguientes: 

1. Quienes demuestren mediante certificado o carné expedido por la autoridad competente, pertenecer al nivel 1, 2 y 3 del Sistema de Identificación y Selección de Beneficiarios ¿Sisbén¿

2. Los indígenas que residan en su territorio y conserven su integridad cultural, social y económica. 

Artículo 78-B. Expedición de Certificados Catastrales destinados para el otorgamiento de Subsidio de Vivienda de Interés Prioritario. Quedan exentos de pagar el Certificado Catastral de no propiedad a nivel nacional expedido por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, quienes lo soliciten para participar en los programas de adjudicación de subsidio de vivienda de interés prioritario, otorgado por el Gobierno Nacional o los Entes Territoriales de cualquier nivel y que acredite mediante certificado o carné expedido por la autoridad competente pertenecer al nivel 1 y 2 del Sistema de Identificación y Selección de Beneficiarios ¿Sisbén¿.

Artículo 2°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

En los anteriores términos fue aprobado el presente proyecto de ley, sin modificaciones, según consta en el acta número 69, del día 8 de junio de 2011; así mismo fue anunciado para discusión y votación el día 7 de junio de 2011, según consta en el acta número 68 de esa misma fecha.

Emiliano Rivera Bravo

Secretario Comisión Primera Constitucional.
